En la Ciudad de Mar del Plata, a los 5 días del mes de noviembre del año dos mil nueve, reunida la Cámara de Apelación en lo Contencioso Administrativo con asiento en dicha ciudad, en Acuerdo Ordinario, para pronunciar sentencia en la causa V-1265-DO1 “CARLUCCIO NOEMI BEATRIZ c. MUNICIPALIDAD DE DOLORES s. COBRO DE HABERES”, con arreglo al sorteo de ley cuyo orden de votación resulta: señores Jueces doctores Mora, Riccitelli y Sardo, y considerando los siguientes:

ANTECEDENTES

I. El titular del Juzgado de Primera Instancia en lo Contencioso Administrativo del Departamento Judicial de Dolores dictó sentencia rechazando la demanda promovida por Noemí Beatriz Carluccio contra la Municipalidad de Dolores mediante la cual perseguía el cobro de los haberes caídos desde que se dispuso su reincorporación y cese de licencia sin goce de haberes (Decreto N° 262/03) a partir del mes de abril de 2003, hasta septiembre de 2004, cuyo monto estimó en la suma de pesos once mil novecientos ($ 11.900,=), con más sus intereses y costas (v. fs. 138/157).

Impuso las costas en el orden causado y reguló los honorarios de los letrados apoderados de la parte actora –Dr. Fernando Pereyra- y demandada –Dres. Héctor Porres y María Perla Majirena-, así como los correspondientes a la Perito Contadora interviniente, Gladys Corbella, los que dispuso sean soportados en su totalidad por la Municipalidad demandada.


II. Declarada la admisibilidad formal del recurso de apelación interpuesto por la parte actora –v. 192- y puestos los autos al Acuerdo para Sentencia, corresponde votar la siguiente

CUESTIÓN

¿Es fundado el recurso de apelación interpuesto por la parte actora a fs. 161/166?

A la cuestión planteada, el señor Juez doctor Mora dijo:

I.1. El a quo dictó sentencia rechazando la demanda promovida por Noemí Beatriz Carluccio contra la Municipalidad de Dolores mediante la cual perseguía el cobro de los haberes caídos desde que se dispuso su reincorporación y cese de licencia sin goce de haberes (Decreto N° 262/03) a partir de abril de 2003, hasta el mes de septiembre de 2004, cuyo monto estimó en la suma de pesos once mil novecientos ($ 11.900,=), con más sus intereses y costas.

Impuso las costas en el orden causado y reguló los honorarios de los letrados apoderados de la parte actora –Dr. Fernando Pereyra- y demandada –Dres. Héctor Porres y María Perla Majirena-, así como los correspondientes a la Perito Contadora interviniente, Gladys Corbella, los que dispuso sean soportados en su totalidad por la Municipalidad demandada.

Luego de relatar los antecedentes de la causa (v. fs. 138/143) y de enumerar y detallar las circunstancias que consideró útiles para dictar el pronunciamiento (v. fs. 143/150), sostuvo que el thema decidendum debía ceñirse a determinar si la demandada debía indemnizar a la accionante con una suma consistente en la totalidad de los haberes que le hubiera correspondido percibir en concepto de salarios (haberes caídos), por el período comprendido entre abril de 2003 hasta septiembre de 2004.

Recordó que el caso se trata de una agente municipal que, aún habiendo agotado las licencias pagas y las licencias por enfermedad sin goce de haberes, continuó perteneciendo a la planta de personal de la demandada, siendo su situación sui generis durante un lapso prolongado, ya que tampoco se encontraba en condición de acceder a los beneficios jubilatorios ni se la había intimado a reintegrarse a sus tareas -desde la limitación de las licencias pagas- sino hasta abril del 2003.

Se cuestionó si frente a la atípica situación descripta –generada ante la inacción de la Administración al dejar pasar el tiempo en exceso y los frustrados intentos de que la agente se reintegrara al servicio en áreas que no eran adecuadas para su estado de salud-, correspondía el pago de haberes caídos a la accionante ante la actitud de poner su fuerza de trabajo a disposición del Municipio.

Para resolver tal cuestión reparó en que si bien la Sra. Carluccio fue notificada fehacientemente de los Decretos N° 521/01 y 262/03, nunca impugnó lo resuelto por la Administración ni reclamó en forma expresa o implícita algún tipo de haber adeudado, al menos hasta que envió la carta documento de fecha 7-09-2004, trece días antes de reintegrarse efectivamente a prestar servicios. No obstante ello –entendió- no cabía analizar si debió agotarse la instancia administrativa o lograr el dictado del acto administrativo final por parte del Municipio accionado.

Puntualizó que existía copiosa jurisprudencia y doctrina –que transcribió en detalle- que, vinculada a reclamos por haberes caídos, sentaban los criterios que debían regir la solución de cuestiones como las suscitadas en la causa.

Así, recordó el norte seguido por la Corte Suprema de Justicia de la Nación que optó –como regla- por negar el derecho al pago de haberes caídos en los casos en que no hubo prestación de servicios, salvo que hubiere una norma expresa que así lo autorizare, criterio recogido –apuntó- por otros superiores tribunales provinciales y cámaras de apelaciones de este fuero.

Sostuvo que en la Provincia de Buenos Aires se aceptó el pago de indemnizaciones peticionadas como “haberes caídos”, pero con una interpretación amplia que los consideraba como pedidos implícitos de perjuicios padecidos como consecuencia de la nulidad de actos administrativos que dispusieron cesantías ilegítimas. Aclaró –entonces- que no se reconocían salarios caídos sino que se indemnizaban “daños materiales”, tomando como pauta para determinar el monto de la indemnización un porcentaje de los haberes caídos.

Asimismo recordó que si bien se incluyó en el Capítulo II del Título II del C.P.C.A. –Impugnaciones de sanciones en materia de empleo público- el art.73 que autoriza el reconocimiento de los haberes devengados en aquellos supuestos de sentencias favorables al empleado público, no puede aplicarse la norma aludida a la situación a resolver en estas actuaciones.

En esta senda, afirmó que no le asiste razón a la actora en el reclamo de “haberes caídos”, ya que no existe norma alguna que le otorgue tal derecho, resultando insuficientes –en su opinión- las desprolijidades observadas para generar un crédito por servicios no prestados efectivamente.


Adujo que la demandada de buena fe cumplió -en principio- con su obligación de pagar las licencias por enfermedad y, una vez concluido el plazo previsto por las normas aplicables, le concedió a la actora licencias no remuneradas en exceso (desde septiembre de 2001 hasta septiembre de 2004), sin trabajar ni percibir –correlativamente- haberes.


Agregó que si bien la Comuna pudo obligar a la actora a reintegrarse a sus tareas, tampoco ésta intentó por sí volver a prestar servicios espontáneamente, limitándose a responder las intimaciones de su empleadora manifestando su deseo de continuar con la vinculación laboral.


Apreció la existencia de un silencio prolongado por parte de la Sra. Carluccio frente a la limitación en el pago de sus salarios, en tanto en ningún momento efectuó reclamo alguno a su respecto -lo que realizó recién en el mes de septiembre de 2004- ni manifestó que estuviera padeciendo algún tipo de daño por no percibir su sueldo.


Concluyó argumentando que, de hacerse lugar al reclamo impetrado, se estaría acordando un derecho que no encuentra previsión específica en el marco normativo aplicable, reconociendo indemnizaciones sin causa jurídica suficiente y sin prueba concreta de los perjuicios padecidos por la actora, lo que importaría –además- premiar a la agente con una retribución por servicios no prestados, máxime cuando usufructuó en exceso las licencias permitidas concediéndosele –así, un indebido privilegio.

Finalmente, rechazó la demanda en todos sus términos, imponiendo las costas en el orden causado.

2. En su escrito recursivo la actora se agravia de que el pronunciamiento apelado rechaza su demanda apoyándose en doctrina y jurisprudencia inaplicable al caso de autos, existiendo –en su opinión- un verdadero perjuicio patrimonial producido por culpa exclusiva de la Municipalidad de Dolores que lleva a responsabilizarla por la pérdida patrimonial sufrida.

Refiere que la sentencia carece de sentido lógico al efectuar una interpretación favorable al empleador, quien se encuentra en mejores condiciones de ejercer sus derechos que el agente, no pudiendo operar en perjuicio de éste la inactividad de la patronal en intimarlo una vez agotada la licencia sin goce de sueldo.

No obstante, reconoce que la situación es distinta en estos autos, ya que hubo un decreto de cese de licencia sin goce de haberes y el requerimiento a la trabajadora para que se presente a cumplir tareas en un lugar que resultó inapropiado.

Manifiesta que centrándose la cuestión a discutir en si una vez cesada la licencia correspondía al municipio otorgarle tareas acordes a su situación, yerra el a quo al basar su decisión en otros casos que no son equiparables en tanto se refieren a supuestos en los que el trabajador fue suspendido o cesanteado ilegítimamente.

Aduce que nada tiene que ver con lo planteado en el sub examine la referencia del magistrado de la instancia respecto de que la patronal estuvo en condiciones de obligar a la trabajadora a reintegrarse a sus labores y no lo hizo, ello por cuanto la relación laboral continuó sin inconvenientes, reconociendo aquélla –luego de transcurrido más de un año- que la agente tenía razón.

De allí entiende que la Municipalidad debió rápidamente resolver la situación médica que le planteaba para no tener responsabilidad. Empero, la mantuvo durante un largo tiempo sin pagarle los sueldos porque no le asignaba tareas, lo que no resulta imputable a la agente.

Considera desacertada –además- la afirmación del juez de la instancia respecto a que no hay derecho que la ampare, ya que siendo personal activo y no estando de licencia, la patronal no le asignó tareas en lugar adecuado, a pesar de su reclamo por escrito en tal sentido.

Recuerda que el hecho que motiva la demanda lo constituye el período que corre desde el momento en que la Municipalidad demandada le comunicó el cese de la licencia sin goce de haberes y la intimó a presentarse a trabajar hasta que la fecha que le dio la razón y le otorgó efectivamente tareas en lugar apropiado. Y es por ese período por el que se le debe abonar la suma perdida, tratándose éste de un caso de excepción, que difiere de las situaciones a las que alude la doctrina y jurisprudencia citadas por el a quo.

Aclara que la morosidad de la patronal le ha generado un perjuicio económico que se traduce en la pérdida de los haberes adeudados y que su situación jurídica era activa, esto es, no estaba ni suspendida ni con licencia sin goce de haberes.


Puntualiza que los actos propios de la Municipalidad la condenan, reiterando que lo que debe analizarse es que, no habiendo dudas que ya había cesado su licencia, si la comuna no le dio tareas para que cumpla, debe pagar igual los haberes, más aún cuando solicitó que se le otorguen tareas acordes y el Municipio luego le dio la razón. 

Narra nuevamente los hechos en que fundara su demanda, remarcando que habiendo cesado su licencia se la intimó para que se reintegrara al trabajo, lo que contestó de forma inmediata poniendo en conocimiento su incompatibilidad laboral por enfermedad y manifestando su voluntad de continuar con la relación de empleo.

Agrega que en el mes de mayo de 2003 volvió a intimar a la empleadora para que le indicara si designaría una junta médica que determinara su imposibilidad de trabajar en el cementerio y/u hospital, guardando la demandada absoluto silencio al respecto, consintiendo expresamente lo narrado hasta que –con fecha 31-8-2004- reconoció la existencia de las incompatibilidades laborales diagnosticadas, hecho éste que a su juicio no la libera de abonar los haberes caídos durante el tiempo que no otorgó tareas acordes a su situación.

Bajo el acápite “2do. AGRAVIO” critica la parcela del fallo apelado que entiende que, de hacerse lugar al reclamo, se estaría reconociendo a la accionante un derecho que no tiene, opinando que es un error considerar que el trabajador no tiene derecho a percibir sus haberes. 

Aduce que el desvío del juez de grado ha surgido al no interpretar su situación fáctica y jurídica ya que, al cesar en la licencia y encontrarse en situación jurídica activa sin asignación de tareas acordes a su realidad, “...tiene derecho conforme el art. 14 a la retribución...” (v. fs. 164). Apoya sus aseveraciones en lo dispuesto por el art. 19 de la ley 11.757.

Entiende que con el criterio simplista del a quo se podría habilitar al Municipio a no dar tareas acordes a sus agentes y con ello no pagar los haberes, sin necesidad de cesantearlos.

Declama que la Municipalidad de Dolores es responsable de haber demorado en más de un año la resolución de su situación, por lo que deberá abonar los haberes que no se le pagaron cuando había cesado su licencia y se encontraba como personal activo, agregando que la inoperancia del municipio en asignarle tareas acordes no puede perjudicarla en modo alguno.

Manifiesta que el yerro del sentenciante de la instancia parte de la desnaturalización de su reclamo, toda vez que su situación difiere de aquellos otros casos en los que no se prestan servicios sea por licencias, por suspensión o cesantía provisoria, etc. Ocurre que –en la especie- no le permitían trabajar en un lugar adecuado, cuestión que no se resolvió dentro de un plazo prudencial, encontrándose probado el perjuicio patrimonial que ello le produjo con la prueba pericial agregada a la causa.

Aduna que si el Municipio la mantuvo activa, luego reconoce que le asiste razón y nunca fue cesanteada, es lógico inferir que se le deben liquidar los haberes conforme a su situación de revista, ya que de lo contrario se estaría permitiendo el ejercicio abusivo del derecho por parte de la Comuna, violándose el art. 1071 del Código Civil al tardar más de un año para darle la razón y luego de ese lapso, pretender no abonar los haberes que por ley le corresponden.

En otro orden de ideas (“3er. AGRAVIO”, fs. 165 vta.), argumenta que –a la inversa de lo manifestado por el juzgador de la instancia de grado en un razonamiento “...poco jurídico...”- el privilegio lo gozaban los demás agentes que tuvieron tareas asignadas y no ella, que estuvo más de un año sin gozar del derecho que le asiste.

Le llama la atención que el a quo haya erróneamente sostenido que estuvo de licencia hasta el mes de septiembre de 2004, cuando se encuentra probado y reconocido que por decreto municipal aquella licencia sin goce de haberes cesó el 29-04-2003, cuestionando –asimismo- lo expresado respecto de que la Municipalidad actuó de buena fe cuando intencionalmente se le asignaron tareas en el cementerio y/u hospital, a pesar de que por razones médicas no podía trabajar allí.

Agrega un error más en el pronunciamiento recurrido, en tanto refiere a un silencio prolongado de su parte respecto a que el Decreto 521/01 le limitó el pago de los salarios. Esa situación –sostiene- ha quedado atrás desde el momento en que el Municipio dictó el nuevo decreto en el mes de abril de 2003 donde se dispuso el cese de las licencias sin goce de haberes y se le ordenó que se presentara a trabajar, naciendo –por ello- una nueva situación jurídica para la agente.

Interpreta que se ha desconocido el valor que tiene el nuevo decreto del año 2003, no pudiendo considerarse que estuviera de licencia hasta el mes de septiembre de 2004.

Concluye sosteniendo que, como se encuentra probado que la licencia sin goce de haberes cesó por decreto municipal el 29-04-2003 y desde allí su situación de revista fue distinta, debieron liquidarse los haberes.

II. El recurso debe prosperar.

1. Como modo de garantizar la adecuada comprensión y conocimiento de la cuestión sometida a la decisión de esta Alzada, estimo apropiado repasar –como instancia previa- los antecedentes relevantes del presente caso.

A tal fin rememoro que la Sra. Noemí Beatriz Carluccio persigue el cobro de los haberes caídos [cuyo monto estimó en $ 11.900,= o lo que en más o en menos resulte de la prueba a producirse, con más intereses y costas], desde el mes de abril del 2003 -en que la Municipalidad demandada dispuso el cese de su licencia sin goce de haberes (Decreto 262/03)- hasta septiembre de 2004, en que reconoció las incompatibilidades laborales diagnosticadas por su médico tratante -Dr. Rodríguez-, asignándole tareas acordes a su situación médica (v. fs. 29/31).

Tal pedimento fue rechazado por el sentenciante de la instancia, quien luego de pasar detenida revista a las opiniones de la doctrina especializada y los antecedentes jurisprudenciales que entendió aplicables en la especie, consideró que no le asiste razón a la actora en su reclamo por “haberes caídos”, en tanto no existe norma alguna que le otorgue tal derecho en el marco normativo que rige su relación con la demandada.

Ponderó, asimismo, la buena fe con que actuó la comuna al concederle licencias no remuneradas [sin obligarla a reintegrarse a prestar servicios, cuando pudo hacerlo] considerando –además-, que la accionante no invocó ni probó los perjuicios padecidos para que resulte viable el reclamo pretendido.

La actora replica estas afirmaciones en su memorial de apelación. Considera, en lo sustancial, que si el Municipio hubiese resuelto en forma rápida la situación planteada, asignándole tareas acordes con su condición de salud, no tendría responsabilidad por los perjuicios económicos (pérdida de haberes) que le generó la morosidad de la empleadora en reconocer la incompatibilidad laboral diagnosticada oportunamente por el Dr. Rodríguez. Por tal razón, califica de desacertada la afirmación del a quo respecto de que no hay derecho que la ampare, reprobando la jurisprudencia en que se sustenta el pronunciamiento apelado, por entender que no se ajusta al caso.

2. Descriptos a modo de síntesis los antecedentes de la causa, surge que la cuestión a resolver en el sub examine radica en determinar la procedencia o no del derecho al cobro de los salarios reclamados por la actora, correspondientes al período comprendido entre los meses de abril de 2003 y septiembre de 2004.

Principiando tal labor observo que, tal como lo sostiene la apelante en su memorial de agravios, no resultan aplicables en la especie los precedentes reseñados en el pronunciamiento apelado –emanados tanto de la Corte Suprema de Justicia de la Nación como de nuestro máximo Tribunal provincial, de los que el magistrado de la instancia no encontró mérito para apartarse-, en tanto los criterios que derivan de aquella jurisprudencia fueron acuñados a la luz de circunstancias fácticas notablemente distintas de las que se verifican en el presente litigio.

Para así sostenerlo, resalto que la pauta que emerge de la gran cantidad de citas transcriptas (v. fs. 151 vta./154), utilizada como principal argumento para rechazar la procedencia del reclamo incoado, niega –como principio- el reconocimiento de los haberes por funciones no desempeñadas, a menos –claro está- que se configure alguno de los supuestos de excepción admitidos por la doctrina judicial allí señalada [vgr. existencia de disposición expresa y específica que lo autorice (doct. C.S.J.N. Fallos 304:199; 319:2507, entre otros); prueba concreta de los perjuicios padecidos (doct. C.S.J.N. Fallos 302:949; 303:305 y S.C.B.A. voto del doctor Soria en la causa B. 51.992 “P., A. A.”, sent. del 7-V-2008)].

Empero, corresponde señalar que tales precedentes revelan aristas disímiles a las aquí ventiladas desde que el sustrato fáctico debatido en la mayoría de ellos se centraba en dilucidar la procedencia del pago de la totalidad de las remuneraciones dejadas de percibir por el empleado público (por todo el lapso en que estuvo excluido de los cuadros de la Administración), cuando permaneció separado del cargo con motivo de una cesantía ilegítima (conf. doct. S.C.B.A. causas B. 57.624 “Michard”, sent. del 20-VI-2007 y B. 51.992 “P., A. A.” citada) o en razón de ilegítimas medidas de prescindibilidad (cfr. C.S.J.N. Fallos 297:415).

Como podrá apreciarse, si bien la postulación inicial que propugna la accionante (v. fs. 29/31) se dirige a la percepción de los haberes no abonados por la demandada entre los meses de abril de 2003 y septiembre de 2004, período durante el cual no desempeñó función alguna que conlleve –como regla- el pago de las remuneraciones pretendidas, lo cierto es que tal defecto en la prestación de servicios no se debió a la separación ilegítima del cargo dispuesta por la comuna empleadora sino que –como más adelante expondré-, tuvo su razón de ser en el prolongado lapso de tiempo transcurrido desde que la agente –cumpliendo con la intimación efectuada por la Comuna- exteriorizó su intención de reincorporarse a prestar tareas, hasta que finalmente le fue asignado un lugar de trabajo acorde a la situación médica denunciada en oportunidad de haber sido intimada a reasumir su labor.

Siendo ello así, las conclusiones elaboradas a partir de los precedentes citados por el a quo –al igual que la doctrina sentada por esta Alzada en la causa G-399-DO1 “García”, sent. del 28-IV-2009- no pueden ser utilizadas válidamente en el sub lite, por cuanto resulta condición esencial para la aplicación del precedente que se verifique la misma o análoga situación jurídica, no pudiéndoselo invocar si difieren las circunstancias de hecho que le dieron origen (argto. S.C.B.A. causas Ac. 64.325 “Marun”, sent. del 17-XI-1998; Ac. 81.328 “Rodríguez”, sent. del 12-IV-2006; A. 68.808 “M., A.”, sent. del 20-VI-2007; esta Cámara causa A-1085-AZ0 “Silva”, sent. del 23-VI-2009). Esto último es lo que acontece, ostensiblemente, en esta causa. 

2.1. Conforme surge de la actuaciones administrativas N° 4032-48.941/2001, agregadas sin acumular, la demandada dispuso –mediante Decreto N° 262/03 (v. fs. 58/59)- dar por finalizada la licencia sin goce de haberes otorgada a la accionante con fecha 20-09-2001 (v. Decreto N° 521/01, fs. 37/38) con fundamento en que no resultaba posible extenderla indefinidamente en el tiempo, intimando a la agente –en forma concomitante- a reintegrarse a realizar tareas livianas pasivas en el Sector Esterilización del Hospital Municipal “San Roque”, los días lunes a viernes en el horario de 7:00 a 13:00 horas, bajo apercibimiento de disponer su cese en los términos del art. 11 inc. “d” de la ley 11.757.

Notificada la demandante de tal decisión administrativa con fecha 30-04-2003 (cfr. fs. 60 y 62), manifestó –mediante carta documento del 2-05-2003- que, tal como consta en el certificado médico que oportunamente acompañara [aludiendo al que se encuentra agregado a fs. 35] y en otro obrante en su poder, no se hallaba en condiciones de trabajar ni en el Hospital ni en el Cementerio, solicitando –por tal razón- se la reubicara en alguna otra dependencia municipal en la que pudiera desarrollar tareas pasivas livianas y continuar así con la relación laboral que la une con la comuna de Dolores (v. fs. 63).

La Administración municipal hizo caso omiso al requerimiento formulado por la actora en aquella comunicación, aclarando que es de su incumbencia fijar el lugar de trabajo y las tareas a realizar por la agente (v. fs. 64), declaración que la impulsó –de un lado- a peticionar la designación de una Junta Médica de profesionales que evaluara la imposibilidad denunciada (v. carta documento de fs. 66) y –del otro- a presentar un nuevo certificado médico firmado por el Dr. Rodríguez (de similar tenor al de fecha 6-09-2001, glosado a fs. 35), dando cuenta de su estado de salud, así como también de la sugerencia aportada por el mentado galeno en cuanto a ser reubicada en una dependencia que “...no tenga contacto con los estímulos fóbicos mencionados [sangre, heridas, personas accidentadas o próximas a morir]...” (v. fs. 69).

Fue recién a partir de esta última presentación de la Sra. Carluccio –efectuada con fecha 19-06-2003 (fs. 70)- que la accionada se abocó al tratamiento de su pedido, indagando -en primer término- si las tareas que le fueron asignadas a la agente por Decreto N° 262/03 resultaban incompatibles con la certificación expedida por el Dr. Rodríguez, requiriendo –a tal fin- informe a la Dirección del Hospital Municipal “San Roque”, dependiente de la Secretaría de Salud municipal (fs. 71). De la documentación obrante a fs. 72, surge que el Director del mencionado nosocomio –Dr. Rubén G. Zárate- verificó el impedimento indicado observando –asimismo- que no contaba en aquel centro de salud con “...ningún sector que se encuadre dentro de las necesidades solicitadas...”.

Si bien para el mes de octubre de 2003 la Municipalidad ya contaba con ese categórico informe del establecimiento de salud, demoró hasta el 1-09-2004 en notificarle a la Sra. Carluccio que debía presentarse a desempeñar tareas livianas pasivas en la Secretaría de Obras y Servicios Públicos (v. fs. 77), previo dictamen de la Asesoría Legal que –en fecha 17-06-2004- da cuenta de la contundencia de lo expuesto por el Dr. Zárate en relación a la imposibilidad de otorgarle a la agente tareas acordes con la prescripción de su médico tratante (fs. 73/75).

2.2. Repárese –entonces- en el dato no menor de que ni bien se dispuso la cesación de la licencia por enfermedad sin goce de haberes y se intimó a la actora a reintegrarse a desarrollar tareas livianas pasivas en el nosocomio “San Roque” (fs. 58/60), la agente no expresó su negativa a prestar servicios, sino que –por el contrario- solicitó le fueran asignadas labores acordes a su situación médica, atendiendo a su imposibilidad (por la fobia específica que padece) de desempeñarse en el hospital y/o cementerio. Dicho en otras palabras, lejos de rehuir el compromiso laboral, puso a entera disposición del órgano empleador su fuerza de trabajo, si bien peticionando que la prestación se hiciera en lugar acorde a su condición de salud.

Frente a tal circunstancia, verificándose en autos la manifiesta –y exteriorizada- disposición de la accionante a la realización de labores para la comuna empleadora –en tanto puso en claro su intención de que le fuera asignada una faena compatible con su estado de salud (v. fs. 63, 66 y 70)-, nace –dadas las particularidades del caso- su derecho al cobro de los haberes que dejara de percibir durante todo el período en que se vio impedida de trabajar, como consecuencia de la actitud adoptada por el propio Municipio accionado quien, luego de dejar transcurrir más de un año desde el requerimiento de la actora (v. 6-05-2003, fs. 63), finalmente termina reconociendo la incompatibilidad diagnosticada originalmente por el Dr. Rodríguez y asignando a la actora un nuevo lugar para el desempeño de su función (v. 1-09-2004, fs. 77 y vta.).

Vale recordar que conforme la doctrina de nuestro Superior Tribunal provincial, el empleador debe al trabajador su remuneración por el sólo hecho de haber puesto sus energías a disposición de aquél (cfr. doct. S.C.B.A. causas B. 58.053 “Pacheco”, sent. del 12-IX-2001 y B. 59.349 “Domínguez Arregui”, sent. del 19-II-2002) y, en tal inteligencia, resultando claramente demostrado en el sub lite que la agente Carluccio -ni bien fuera intimada a reintegrarse- puso inmediatamente a disposición de la Municipalidad su fuerza de trabajo, deben serle abonadas la totalidad de las sumas no percibidas en concepto de la retribución que, en atención a la relación de empleo cuya existencia no estuviera debatida, le hubiera correspondido (argto. doct. C.S.J.N. Fallos 316:1873; argto. doct. art. 103 ley 20.744).

Por lo demás, en nada altera lo dicho la defensa blandida por la accionada en su escrito de contestación de demanda al sostener que la actora perdió su derecho a percibir los haberes en tanto “...no cumplió con la concurrencia al lugar de trabajo (no obstante las diversas intimaciones) y se arrogó la atribución de considerarse autorizada a no concurrir a prestarlos hasta que se resolviera su petición de cambio de destino...” (v. fs. 52), toda vez que lo allí argumentado pierde virtualidad cuando, al compulsar la documentación obrante en estos autos, se constata que –luego de transcurrido más de un año del requerimiento formulado por la actora (v. fs. 66 de las actuaciones administrativas)- el Municipio finalmente reconoce la incompatibilidad diagnosticada por el médico de la Sra. Carluccio (v. fs. 72/75 del expte. administrativo), que –además- ya había sido denunciada por ésta en una anterior oportunidad (v. en ese expte., certificado de fs. 35 de fecha 6-09-2001), asignándole –a la postre- un lugar de trabajo acorde a su estado de salud (fs. 6).

Con todo, la pretensión actora –a diferencia de lo resuelto en la instancia- debe ser estimada.

3. Sentado ello, he de establecer las pautas objetivas necesarias para una correcta estimación del monto que corresponderá abonarse a la agente accionante por los salarios que dejara de percibir –y cuyo derecho al cobro se reconoce en la presente-, debiendo a tal fin determinarse la extensión temporal de ese derecho.
La actora pretende se condene a la Municipalidad de Dolores al pago de los haberes correspondientes al período comprendido entre los meses de abril de 2003 y septiembre de 2004 (cuyo monto estimó en $ 11.900,=), con más los intereses legales hasta su efectivización (fs. 29/31).

Sin embargo, atendiendo al criterio sentado supra (v. punto 2.2.), no es sino a partir de que la agente puso a disposición del empleador su fuerza de trabajo, que corresponde le sean abonadas las remuneraciones respectivas. Tal circunstancia aconteció con fecha 6-05-2003 en que la demandada recepcionó la carta documento enviada por la Sra. Carluccio (v. fs. 63 del expte. administrativo N° 4032-48.941) mediante la cual denuncia su imposibilidad de trabajar en el Hospital y/o cementerio, solicita ser reubicada en otra dependencia municipal y manifiesta su voluntad de continuar con la relación laboral, por lo que es desde tal fecha que deberá efectuarse el cálculo los haberes adeudados.

Por otra parte, el alcance de la condena no podrá extenderse más allá del mes de agosto de 2004 inclusive en tanto, habiendo percibido la accionante el sueldo correspondiente al mes de septiembre de 2004 –conforme surge del punto 5 del dictamen pericial contable glosado a fs. 113/115-, de reconocerse el derecho a su cobro, se estaría convalidando un enriquecimiento sin causa de la trabajadora (argto. arts. 499, 589, 784, 1052, 2301, 2302, 2306, 2441 y 2459 del Código Civil y doct. S.C.B.A. voto de la mayoría en la causa B. 57.593 “Steciow”, sent. del 9-5-2007).

III. Con base en lo hasta aquí expuesto, propongo al Acuerdo hacer lugar al recurso de apelación interpuesto a fs. 161/166, revocando la sentencia de fs. 138/157 y condenando a la Municipalidad de Dolores al pago de los haberes no abonados a la agente Carluccio desde el 6-05-2003 hasta el mes de agosto de 2004 inclusive, debiendo tenerse presente para la estimación de su cuantía las pautas fijadas en el dictamen pericial contable obrante a fs. 113/115 –no observado en lo sustancial por las partes-, monto al que deberá adicionársele intereses que se calcularán de acuerdo a la tasa que pague el Banco de la Provincia de Buenos Aires en los depósitos a treinta días vigente en los distintos períodos de aplicación desde su devengamiento y hasta el pago efectivo (cfr. doct. S.C.B.A. voto de la mayoría en la causa C. 101.774 “Ponce”, sent. de 21-X-2009). La suma resultante de la liquidación que de acuerdo a las pautas indicadas se practique, deberá hacerse efectiva a la actora dentro del plazo de sesenta (60) días hábiles desde que aquella adquiera firmeza (argto. art. 163 Const. Pcial.; art. 63 del C.P.C.A.)

Asimismo, atento el nuevo resultado del pleito, correspondería dejar sin efecto la regulación de honorarios practicada en el fallo de la instancia, debiendo diferirse la nueva regulación de los honorarios de los profesionales intervinientes para su oportunidad (art. 51 dec. ley 8904/77).

Las costas de ambas instancias deberían distribuirse en el orden causado (art. 51 inc. 1° del C.P.C.A.). 

Voto, en suma, por la afirmativa.

Los señores Jueces doctor Riccitelli y doctora Sardo, con igual alcance y por idénticos fundamentos a los brindados por el señor Juez doctor Mora, votan a la cuestión planteada por la afirmativa.

De conformidad a los votos precedentes, la Cámara de Apelación en lo Contencioso Administrativo con asiento en Mar del Plata, dicta la siguiente 

SENTENCIA

1. Hacer lugar al recurso de apelación interpuesto a fs. 161/166, revocando la sentencia de fs. 138/157 y condenando a la Municipalidad de Dolores al pago de los haberes no abonados a la agente Carluccio desde el 6-05-2003 hasta el mes de agosto de 2004 inclusive, debiendo tenerse presente para la estimación de su cuantía las pautas fijadas en el dictamen pericial contable obrante a fs. 113/115, monto al que deberá adicionársele intereses que se calcularán de acuerdo a la tasa que pague el Banco de la Provincia de Buenos Aires en los depósitos a treinta días vigente en los distintos períodos de aplicación desde su devengamiento y hasta el pago efectivo (cfr. doct. S.C.B.A. voto de la mayoría en la causa C. 101.774 “Ponce”, sent. de 21-X-2009). La suma resultante de la liquidación que de acuerdo a las pautas indicadas se practique, deberá hacerse efectiva a la actora dentro del plazo de sesenta (60) días hábiles desde que aquella adquiera firmeza (argto. art. 163 Const. Pcial.; art. 63 del C.P.C.A.). Costas de ambas instancias en el orden causado (art. 51 inciso 1° del C.P.C.A.).

2. Dejar sin efecto los honorarios regulados en los puntos 3) y 4) del fallo de la instancia, difiriéndose su nueva estimación para su oportunidad (art. 51 del dec. ley 8904/77).

3. Diferir la regulación de honorarios por los trabajos de alzada para su oportunidad (art. 31 del dec. ley 8904/77).

     Regístrese, notifíquese y devuélvanse las actuaciones al Juzgado de origen por Secretaría.

